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	Asunto:
	Se conoce de la apelación interpuesta por la defensa y el procesado contra el fallo de condena proferido el ocho (8) de Octubre-07


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, pronuncia la sentencia en los siguientes términos:

1.- Lo ocurrido

Los hechos jurídicamente relevantes y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, son:

1.1.- De conformidad con los registros, en horas de la tarde del día diecisiete (17) de abril de 2007, funcionarios de la Policía Judicial se dirigieron a un montallantas ubicado en la variante “El Pollo”, entrada al barrio “Los Guaduales”, en consideración a una información recibida en el sentido que en dicho establecimiento tenían una camioneta marcha chevrolet, tipo estacas, tipo Luv 1600, que al parecer era hurtada. Una vez allí, fueron atendidos por la señora ARACELY SUÁREZ RAMÍREZ, quien les informó que efectivamente ahí se hallaba ese automotor y les comunicó que el encargado era el señor FREDY ALBERTO ECHAVARRÍA RUÍZ, persona esta que no se encontraba en el momento pero luego apareció y autorizó el ingreso para verificar los sistemas de identificación de las partes del vehículo en cita. El perito en automotores, contando con las plaquetas de seguridad original, pudo establecer que se trataba de la camioneta con número de motor 964832, serie de chasis KS791322, color rojo, de placas HMF 053, hurtada el día nueve (9) de marzo de 2007 en la población de La Virginia (Rda.).
Requerido para justificar la tenencia del rodante, expuso que tenía guardadas esas piezas por solicitud de CARLOS N., sin más datos. 

1.2.- Efectuadas a petición de la Fiscalía las audiencias preliminares ante el Juzgado de Control de Garantías, se legitimó la aprehensión y se le imputó al indiciado el ser autor material del punible de RECEPTACIÓN al que hace alusión el artículo 447 del Código Penal, cargo que NO ACEPTÓ. 
1.3.- Por esa no aceptación, el trámite continuó su rito procesal ordinario con la presentación formal del escrito acusatorio, la audiencia de Formulación de Acusación, la audiencia Preparatoria y, finalmente, el Juicio Oral a cuyo término se anunció un fallo de condena.
La sentencia de primer grado tuvo como fundamento: (i) la demostración de la apropiación ilícita de un vehículo automotor; (ii) el hallazgo posterior de algunas partes de ese vehículo en el montallantas a cargo del aquí imputado; (iii) la no justificación de esa tenencia indebida, por haberlas recibidas de una persona cuya identidad se desconoce. Por todo ello, concluyó en la necesidad de declarar al enjuiciado responsable de la conducta punible atribuida y le impuso como pena privativa de la libertad la de 69 meses de prisión, multa de $ 23’037.602, y la accesoria de inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas por igual término al de la pena principal. No le concedió el subrogado penal de la suspensión condicional de la ejecución de la sanción, por expresa prohibición legal. 
1.4.- Tanto la defensa como el sentenciado, manifestaron su inconformidad con el fallo y lo impugnaron, razón por la cual fueron enviados los registros ante esta Corporación para dar solución a la controversia.
2.- El Debate

2.1.- Procesado -recurrente-
Guardó esas partes del vehículo porque conocía a la persona que le solicitó ese favor y sin saber que eso tenía procedencia ilícita.
La familia está mal a raíz de su aprehensión, la esposa y los hijos sufren su ausencia, se están perjudicando en el Colegio puesto que la única ayuda la reciben de él y no tienen dinero. Él es lo más importante en el hogar.
2.2.- Defensor -recurrente-
Solicita la revocación de la sentencia, con fundamento en:
- Se presentó un registro al establecimiento de montallantas de su cliente por parte de Unidades de Policía de Dosquebradas, mismo que fue autorizado por ECHAVARRÍA RUÍZ. Allí encontraron la cabina y los accesorios de una camioneta Chevrolet Luv hurtada. Pero no hay sino eso, porque nada más compromete a su defendido en el presente asunto.
- La sentencia de condena hace una valoración aislada y no de conjunto de la prueba recaudada como corresponde. Si bien no se pone en duda la materialización de la infracción penal, debido a que en realidad el hurto está probado, la responsabilidad del acusado no encuentra igual respaldo probatorio, puesto que el delito que se le ha atribuido es esencialmente doloso y a él no se le ha demostrado que tuviera conocimiento del origen ilícito de esos bienes.
- El imputado renunció a su derecho a guardar silencio y explicó por qué estaba el vehículo en su lugar de trabajo, concretamente sostuvo que lo llevó un sujeto de nombre CARLOS N., persona que ya había visto en cuatro oportunidades anteriores y quien documento en mano le pidió que le guardara esas pates; luego entonces, no era un “desconocido” para él como lo sostuvo la Jueza. 
- Esos documentos acreditaban la procedencia lícita de las autopartes y fue por eso que aceptó guardarlas. En consecuencia, si bien puede decirse que existió una ilícita procedencia de esos elementos, de todas formas tenían una “aparente legalidad” que daba lugar a un “error invencible” con el cual debe ser amparado su procurado.
- No basta con un conocimiento potencial de ese origen indebido, se requiere que sea efectivo y actual. La intención no es manifiesta.
- Deja constancia que la policía “envolató la documentación entregada” y esto perjudicó notablemente al procesado, porque se le enrostró el simple hecho de no saber el apellido del citado CARLOS.
- En conclusión, considera que la Fiscalía no pudo probar su caso y subsiste la incertidumbre que justifica un fallo absolutorio.

2.3.- Fiscal -no recurrente-
En contrario, está a favor de la confirmación y para ello argumenta:
- El defensor tergiversa la prueba, porque olvida que todo esto tuvo su origen en una llamada anónima en la cual se mencionó que “el calvo del montallantas tenía las partes de ese vehículo” y en efecto así se pudo comprobar.
- No es verdad que él haya mencionado el nombre del sujeto y que se entregaran algunos documentos a las unidades de la Policía Nacional en el momento del registro. Lo real es que inicialmente mencionó que una persona a quien no conocía le entregó eso, pero ya posteriormente cuando estuvo ilustrado dijo que sí distinguía al personaje y dio el nombre de CARLOS pero sin suministrar apellido alguno.
- No se probó la existencia de esos documentos, y era obvio que de haberse suministrado esos datos no se habría producido la captura, pues de inmediato la policía orientaría la investigación hacia el responsable de la entrega. 

- Las personas allí residentes dan fe que no el acusado no se dedica a la mecánica, sólo trabaja como montallantas, motivo por el cual no debió recibir esas piezas.

- Las piezas se encontraban ocultas con unos plásticos negros en la parte de atrás de ese inmueble.

- Los testigos de la defensa no dicen cómo y cuándo llegaron esas autopartes, sólo que él decía que eso se lo había entregado un sujeto de nombre CARLOS N. 
- No hay por parte alguna error de tipo, en consideración a la experiencia de quince (15) años y la posesión de un mínimo conocimiento para saber qué debía hacer con el fin de establecer el verdadero origen del vehículo. Al menos, tenía que advertir que eran piezas de dudosa procedencia.
2.4.- Procuradora Judicial -no recurrente-
Respalda la posición acusadora con sustento en:

La coartada de la defensa consiste en un supuesto error invencible sin asidero probatorio alguno, puesto que cualquiera se puede inventar un nombre y unas características físicas.
El sujeto que dejó esas cosas no es persona identificable; además, los mencionados documentos son inexistentes, porque ni siquiera se menciona con claridad qué decían o a qué se referían.
Tenía que saber de la ilicitud de su conducta porque poseía el conocimiento suficiente para establecer la mala procedencia y no existe razón alguna para estar allí. Llama la atención en que esas piezas estaban con masilla, es decir, las estaban arreglando, no obstante que en ese lugar funcionaba sólo un montallantas.
3.- La Decisión

Nos corresponde conocer de la apelación interpuesta por el procesado y su defensor, contra la sentencia de condena proferida por el Juzgado Único Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda.), dentro de un proceso tramitado con el lleno de los requisitos procedimentales y el respeto por las garantías esenciales de los interesados.
Debe la Sala verificar si la decisión adoptada en la primera instancia se encuentra acorde con el material probatorio que desfiló en juicio oral, o desconoce de algún modo los principios rectores de la sana crítica como lo dan a conocer las partes inconformes; de ser lo primero se imprimirá la debida confirmación, en caso contrario se proferirá el fallo de reemplazo que corresponde.
La acción delictiva que se atribuye al acusado, se encuentra consagrada en el artículo 447 del estatuto punitivo bajo el rubro de RECEPTACIÓN, está adscrita al capítulo alusivo al ENCUBRIMIENTO y consiste en adquirir, poseer, convertir o transferir bienes muebles o inmuebles, que tengan su origen mediato o inmediato en un delito, o realizar cualquier otro acto para ocultar o encubrir su origen ilícito, sin haber tomado parte en la ejecución de la conducta punible. Comportamiento agravado cuando se realiza precisamente sobre medio motorizado, o sus partes esenciales, o sobre mercancía o combustible que se lleve en ellos.

Aquí no hay duda que lo hallado por la Policía Nacional en el lugar de trabajo del comprometido ECHAVARRÍA RUÍZ, es producto de un delito de Hurto. Consta en fotocopia de una denuncia presentada por el señor ABELARDO ANTONIO BALLESTEROS GARCÍA el veintidós (22) de marzo de 2007, ante las autoridades de Policía Judicial de Viterbo (Cds), que el día nueve (9) del precitado mes, amigos de lo ajeno fingieron la necesidad de un trasteo para poder entrar en contacto con el conductor de la camioneta Chevrolet Luv de placas HMF 053, color rojo, y de ese modo lograron darle escopolamina y se apropiaron del automotor.
Transcurrió tan solo un mes, cuando se volvió a tener noticias del vehículo, esta vez de algunas de sus piezas, concretamente la cabina, la carrocería y algunos accesorios, las cuales se encontraban ocultas en la parte posterior del montallantas administrado por el aquí procesado ECHAVARRÍA RUÍZ.

Por fuera de todo ello, hay que recordar que la Receptación es un delito de mera conducta, formal o de ejecución instantánea, en el cual no hay lugar a probar un resultado específico más allá de la realización de uno cualquiera de los supuestos típicos; ni existen beneficios por reparación integral del daño causado, toda vez que el bien jurídico que se pretende proteger es de orden institucional
.
En cuanto a la competencia territorial, por haber sido el lugar de la apropiación uno diferente al de la recuperación por la acción atribuida al aquí procesado, corresponde recordar que el delito de receptación no está ligado al lugar donde se hallaba el objeto material del hurto al momento de su realización, sino al sitio donde se adquieren, reciben u ocultan los objetos provenientes de dicha realización delictiva
.
En el presente asunto existe aceptación de estar en posesión de bienes muebles que tenían su origen inmediato en un delito de hurto, pero se enfatiza en que nada se tenía que ver con el comportamiento atentatorio del patrimonio económico ajeno
. Hasta aquí, se tendría simplemente una condición objetiva para atribuir receptación; sin embargo, el asunto adquiere relevancia punible cuando se sabe que esa posesión es totalmente injustificada y en ese sentido surgen indicios en contra que pregonan el conocimiento acerca de la procedencia ilegítima y el deseo de ocultar el verdadero origen. 
Si tenemos en consideración que en las actas de la Comisión Redactora se dejó expresa constancia acerca de la necesidad de una mayor represión Estatal a este tipo de comportamientos cuando se ejecutan sobre las denominadas autopartes, debido al alto índice de criminalidad en tal sentido que socava gravemente la economía nacional, el Tribunal debe partir de un hecho notorio por el conocimiento social que al respecto existe. Nada distinto a la prohibición acerca de comercializar piezas del parque automotor, o de algún modo prestarse para su modificación sin contar con la debida autorización o licencia respectiva de autoridad competente.
Basta observar lo que al respecto se hizo constar en la exposición de motivos ante el Congreso, haciéndose expresa alusión incluso al problema que existe en esta región del país:

“Los últimos datos reflejados en la revista criminalidad de la Policía Nacional indican la dispersión geográfica a escala nacional, con frecuencia y concentración no sólo en grandes ciudades como Bogotá, Medellín y Cali, sino en ciudades intermedias como Pereira, donde la muestra estadística tomada en el año 2001 refleja que las modalidades más utilizadas, para hurtar vehículos son el atraco y el halado y que la mayoría de las personas son aprehendidas con vehículos o alguna de sus partes con procedencia injustificada, pudiéndose endilgar sólo el delito de receptación, uso de documento público falso, o falsedad documental, o marcaria, delitos dispersos en el Código Penal, con una sanción mínima cuyos responsables están lejos de ser responsables del delito principal de hurto, toda vez que la mayoría de las veces es difícil demostrar al delincuente que está concertado alrededor de todas estas conductas punibles”.

Quiere decir lo anterior, que en este tema no cabe ingenuidad alguna, menos aún en personas que se desenvuelven de algún modo en el medio atinente a los vehículos automotores, como es el caso del señor FREDY ECHAVARRÍA, persona que sin desempeñarse directamente en el oficio de latonero, pintor o mecánico, atiende un montallantas como servicio abierto al público que lo hace conocedor de esta clase de conductas al margen de la ley.
Precisamente por eso, a él se le exigía una actitud diferente cuando según afirma un tercero le entregó para su cuidado o custodia las piezas de una camioneta marca Chevrolet Luv que resultó de procedencia ilícita. No podía él, bajo ninguna circunstancia, prestarse para ese favor, no sólo porque no estaba autorizado para el efecto, sino porque de algún modo las propias circunstancias en que recibió las susodichas piezas hacían presumible una ilicitud. Basta decir que a las mismas se les estaba alterando el sistema de identificación, muy propiamente el cambio de pintura puesto que se encontraban con masilla. 
Las explicaciones ofrecidas para hacer confiable su versión exculpatoria, son inadmisibles. En un primer momento, aunque expresó haberlas recibido por encargo de ese tercero, no ofreció dato alguno que permitirá su identificación, simplemente que se trataba de un sujeto CARLOS sin apellido alguno u otras referencias personales que sirvieran a las autoridades para efectuar un seguimiento en pro de su localización. Más tarde, cuando ya contaba con la debida asesoría, agregó un dato sorprendente, no otro que el haber recibido del citado personaje una documentación que acreditaba la legitimidad de lo recibido, la cual le fue entregada a la policía por la señora ARACELY SUÁREZ quien los atendido habida consideración a que para ese momento no se encontraba presente en el taller el hoy incriminado. 
Extrañamente, esos documentos nunca aparecieron, ninguno de los uniformados que llevaron a cabo el registro admiten haberlos recibido; pero más grave aún, ni siquiera se atina en explicar con claridad, qué tipo de documentos eran esos, cuál su contenido o por qué se supone que estaban respaldando la pacífica procedencia.

Para la Sala, esas aseveraciones defensivas son altamente sospechosas, como quiera que no existía motivos para la entrega de esos documentos, como si de antemano se hubiera programado entre depositante y depositario la posible presencia de la autoridad policiva y el método a seguir para justificar la posesión de las piezas. Situación absurda, porque esos documentos los debía conservar el verdadero dueño para el instante en que fuera requerido por este particular asunto.
La defensa alega a favor de su representado, que no se trataba de ningún desconocido, como quiera que ya se habían visto cuatro veces; sin embargo, la fuerza de la realidad supera la afirmación, como quiera que si en verdad era alguien identificado o identificable, el resultado obvio era su consiguiente localización, pero no fue así, pues ya se sabe que de ese fantasmagórico personaje nada se supo. 

De igual modo, insiste el togado en que aquí no hay prueba del dolo y a su defendido se le tiene que probar el conocimiento más la voluntad de acción típica. Debemos decir, que si en gracia de discusión se concluyera que una prueba directa acerca de ese actuar con dolo no existe, hay lugar a recodar que la conducta lesiva a la recta y eficaz impartición de justicia, también admite la modalidad de comisión por dolo eventual. 
Tal vez las posiciones más antagónicas sobre el tema las encontramos en los autores MEZGER y ANTOLISEI, pues el primero plantea que: “Para el dolus eventualis no es nunca suficiente la comprobación de que el autor que no haya pensado en la posibilidad, hubiera debido pensar en ella”; mientras el segundo sostiene que: “Se consideran queridos, además, los resultados del comportamiento que han sido previstos por el sujeto, aun solo como posibles, con tal de que haya aceptado el riesgo de su producción, o más simplemente, con tal de que no haya obrado con la segura convicción de que no se habrían verificado”. Esta última postura, coincide con la posición Alemana según la cual, para que haya dolo eventual: “no es necesario que el autor quiera el resultado, sino que basta que “no no lo quiera” –nicht nicht wollen- (BELING), lo mismo que con lo sostenido por MAGGIORE cuando concluye: “prever un resultado como posible y ocasionarlo, equivale a quererlo”. 

Con la nueva legislación penal entre nosotros, el dolo eventual fue equipado con una adición normativa, es como sigue: Art. 22. Dolo. La conducta es dolosa cuando el agente conoce los hechos constitutivos de la infracción penal y quiere su realización. También es dolosa la conducta cuando la realización de la infracción penal ha sido prevista como probable y su no producción se deja librada al azar. 
Mírese lo que sobre este tópico ha señalado la jurisprudencia nacional:

Se advierten entonces las siguientes variaciones:

* La previsión obra ante lo probable y no ante lo posible.

* La producción del resultado se deja librada al azar, lo cual implica que no es importante para el actor aceptarlo o aprobarlo, por eso, al dejarlo al azar, se abstiene de ejecutar acto alguno que pueda impedirlo.

Indudablemente, en lo atinente a la teoría del dolo eventual, el código de 1980 había acogido la llamada teoría estricta del consentimiento, (emplea la expresión “la acepta, previéndola como posible”) en el que existe un énfasis del factor volitivo cuando el autor acepta o aprueba la realización del tipo, porque cuenta con el acaecimiento del resultado.

El código de 2000, en cambio, abandona esa afiliación teórica para adoptar la denominada teoría de la probabilidad, en la que lo volitivo aparece bastante menguado, no así lo cognitivo que es prevalente. Irrelevante la voluntad en esta concepción del dolo eventual, su diferencia con la culpa consciente sería ninguna o muy sutil, salvo que en ésta, el sujeto confía en que no se producirá y bajo esa persuasión actúa, no así en el dolo eventual ante el cual, el sujeto está conforme con la realización del injusto típico, porque al representárselo como probable, nada hace por evitarlo.

Y, a no dudarlo, dadas las particulares características del caso en estudio, FREDY ECHAVARRÍA debía tener en su mente la probable procedencia ilícita del bien que en parte le fuera entregado y sin embargo no hizo lo que se esperaba para evitar el resultado antijurídico.
En esas condiciones, hay lugar a confirmar en toda su extensión la providencia confutada.
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA el fallo objeto de recurso.
Esta sentencia queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso de casación.

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE 
               LEONEL ROGELES MORENO

     Magistrado




         Magistrado

IVANOV ARTEAGA GUZMÁN


    CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ

    
      Magistrado 
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